Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


-Recibimos con agrado a la delegación del Congreso de Intendentes, integrada por el 
Presidente, doctor Omar Lafluf, por el Vicepresidente, señor Germán Coutinho y por el Intendente de 
Flores, señor Armando Castaingdebat, para conocer vuestra opinión sobre el proyecto de ley relativo al 
Impuesto al Patrimonio. 


En la tarde de hoy, contamos con la presencia de la doctora Malena Díaz, de la contadora 
Johanna Sonderegger y del contador Julio López, que vienen en representación de la DGI y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, respectivamente. 


SEÑOR LAFLUF.- Agradecemos a la Comisión de Hacienda del Senado por recibirnos en la tarde de 
hoy para manifestar nuestra opinión sobre este proyecto de ley. 


En primer lugar, como Congreso de Intendentes no nos vamos a referir al impuesto en sí ni a 
su justificación. Nuestra opinión se centrará en torno al destino del recurso, es decir, la caminería rural. 


La población se puede hacer algunas preguntas como, por ejemplo, si es necesario este 
impuesto. Por otro lado, creo que nos tenemos que poner de acuerdo en cuanto a si realmente 
estamos frente a un problema; si existe el problema de la caminería, no solo rural sino también aquella 
que se vincula con la logística del transporte de la producción. También es necesario aclarar que la 
caminería rural no solo tiene que ver con el transporte de soja, madera, leche, granos o carne; quizás 
es la primera condición que precisamos para provocar un desarrollo rural en serio, porque lo primero 
que se necesita en las poblaciones rurales es tener un camino por el que salgan los muchachos a 
estudiar, por el que circule un ómnibus o las ambulancias para llegar a los hospitales de las ciudades. 


Por último, uno se podría preguntar si las Intendencias tienen los recursos necesarios para 
realizar esta caminería. 


El otro tema que queremos dejar muy en claro es cuál es la realidad del país, y para eso 
vamos a dar tres datos. 


El total de la producción agropecuaria que en 2004 se transportaba por las rutas del país - 
tales como madera, carne, granos, lana, etcétera- era de aproximadamente 8:000.000 o 9:000.000 
toneladas. En 2010 la cifra oscilaba entre 14:000.000 y 15:000.000 toneladas y se proyecta que en 
2016 y 2017 sea de 22:000.000 toneladas, sobre todo cuando Montes del Plata comience a producir en 
su planta ubicada en Conchillas. 


A propósito de todo esto, vamos a dejarles una carpeta con una planilla donde figura la 
cantidad total de kilómetros de caminería rural que tienen los departamentos y, a su vez, qué cantidad 
de kilómetros se pueden atender hoy con los convenios existentes, qué cantidad se hace con los 
recursos propios y qué cantidad queda sin hacer. 


Otro punto muy importante es ver si se va a hacer algo con este tema, y en caso de que así 
sea, se debe aprovechar para que sea de impacto y bien hecho. En ese sentido, hay que estudiar muy 
bien qué tipo de caminos y qué obras de arte -tales como alcantarillas, puentes, badenes, etcétera- se 
van a hacer. Por eso, cuando trabajamos junto al Gobierno Nacional en el ICIR, nos propusimos -pero 
no lo concretamos porque el proyecto no se llevó adelante- crear un grupo técnico de ingenieros para 
hacer una evaluación de toda la caminería rural del país, a los efectos de saber qué tipo de caminos 
tenemos y cuáles hay que hacer. Hoy ya no es como hace un lote de años, que con un poco de tosca, 
una moto niveladora y un cilindro, más o menos se pedaleaba; también se terminó aquello de hace 
veinte años cuando delante de un puente se ponía un cartel que decía “Prohibido pasar con más de 10 
toneladas”, nada más que para salvar una responsabilidad legal. 


También les vamos a dejar un inventario -¡ustamente referido a este tema- sobre qué es lo 
que hay que estudiar y la planilla de los costos de caminería; es decir, cuál es el valor de un kilómetro 
de caminería rural, cuánto aporta el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cuánto cuesta hacerlo 
por parte de las Intendencias -donde no hay margen- y cuánto por tres empresas que fueron licitadas. 
En la mayoría de los casos, el costo de ese mismo kilómetro es el doble o el triple en relación a lo que 
nos sale a nosotros hacerlo. 


También queremos dejar bien en claro los recursos que tenemos. Hoy las Intendencias 
manejan dos programas con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas: el Programa 370 de Vialidad 
Rural por $ 350:000.000 al año y el Programa 371, que es Forestal, por $150:000.000. Quiere decir 
que el total de los recursos que manejamos es de US$ 25:000.000 para las 19 Intendencias. También 
dejamos una planilla con estos valores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Intendente desea puede entregarnos el material para ir 
fotocopiándolo. 


SEÑOR LAFLUF.- Estamos de acuerdo, señor Presidente. 


También se puede decir -tal como lo hicieron las gremiales rurales-:“nosotros pagamos la 
contribución rural”, y con ese impuesto se pueden hacer caminos. Dejamos información sobre la 
contribución rural -que en este caso es de mi departamento- los valores de aforos de los campos de 
Río Negro, las alícuotas correspondientes y los valores que se pagan por hectárea. 


También quiero dejar claro que cuando se da esta discusión, normalmente se habla de cuál 
es el aforo y cuál es el valor de mercado, frente a lo cual los productores señalan -y con razón- 
“nosotros no vivimos vendiendo los campos”. Jamás planteamos algo similar, simplemente lo dejamos 
como información. 


El otro impuesto que proviene del sector agropecuario es el 1% y seguimos cobrándolo 
porque surgió de un acuerdo que hicimos con el Poder Ejecutivo. Cuando se planteó derogar ese 1%, 
le dijimos al Presidente Mujica que no queríamos perder recursos propios. Esa es una premisa que 
tenemos. Creemos que la peor autonomía que puede perder una Intendencia es la financiera. Por lo 
tanto, acordamos que las Intendencias seguimos cobrando el 1% y se entrega un certificado que 
después se descuenta de los impuestos nacionales. Estamos trabajando en eso con el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


¿Cuáles son los antecedentes? Simplemente para que todos recuerden, en relación con lo 
que acabo de señalar, se rebajó -no recuerdo en qué año- el 18% de la Contribución Inmobiliaria Rural 
a cambio de una partida nacional. Asimismo, el porcentaje a la comercialización de semovientes se 
rebajó del 3% al 1%, también a cambio de una partida nacional. A su vez, se exoneraron las primeras 
50 hectáreas de los campos y hay que tener en cuenta que el Instituto Nacional de Colonización no 
paga por las tierras que son de su propiedad. En el caso de mi departamento, son casi 40.000 
hectáreas. Tampoco pagan los lagos ni los montes naturales, ni los lagos de las represas. La rebaja de 
la Contribución Inmobiliaria Rural y la reducción de la comercialización de semovientes del 3% al 1% 
se hicieron a cambio de una partida nacional para no tener que repetirlos. Las Intendencias queremos 
seguir funcionando con nuestros recursos departamentales y por supuesto con la negociación que 
hacemos por los impuestos nacionales, pero no queremos agregar dependencia del Gobierno 
Nacional. ¿Por qué? Porque frente a la primera crisis que se padece el Estado no puede parar. No van 
a detenerse la educación ni la salud y es probable que se compliquen las partidas a los Gobiernos 
Departamentales. 


¿Qué se hizo en estos años? Tampoco son todas pálidas; hemos tenido algunos logros. Por 
ejemplo, en el año 2008 se pudo derogar la exoneración de la Contribución Inmobiliaria Rural Forestal 
y eso no fue casualidad porque ese año, en la Sectorial de Descentralización, trabajamos en una tasa 
de transporte durante un año y medio, dirigidos por el ingeniero agrónomo Berterreche que era 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca. Logramos armarla, pero cometimos el error de 
querer establecerla solo para la madera; entonces, aparecieron las Asociaciones de Productores 


Forestales y no salió. En ese momento, como no se aprobaría la tasa de transporte forestal, el 
entonces Ministro Astori propuso como paliativo derogar la exoneración de la Contribución Rural 
Forestal. 


También es justo decir que durante 26 años las Intendencias aguantamos la promoción 
forestal y eso está muy bien, porque la producción forestal que se desarrolló hoy nos permite tener dos 
industrias celulósicas en el país con 800.000 hectáreas de eucaliptus, que de otra manera no 
hubiésemos tenido. 


Lo otro que se logró por el año 2007 fue derogar la devolución de impuestos que se hacía a 
la exportación de madera en rolos. Eso era justo. No se le agregaba ningún valor y, por lo tanto, no 
había por qué hacer una devolución de impuestos. Con una parte de ese dinero se creó el Plan 
Forestal 371 que nombré hace un rato con US$ 8:000.000. Todos hemos tenido en nuestro 
presupuesto convenios para hacer carreteras con empresas privadas, pero en mi departamento con las 
forestales no he podido hacer ni uno. 


Por último, voy a hablar sobre una Comisión, que no hace mucho creamos y que está 
integrada por los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Ganadería, Agricultura y Pesca, el 
Congreso de Intendentes y, probablemente, también participe la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Con este instrumento se trata de pensar una logística global del país para determinar 
cómo se debe transportar la producción agropecuaria; estamos hablando de un transporte multimodal. 
Creemos que no podemos pensar, nosotros en una caminería rural, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en la caminería nacional, la Administración Nacional de Puertos y la Dirección Nacional de 
Hidrografía en los puertos y AFE en el ferrocarril. Por esta razón, incluimos en esta Comisión al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, ya que esta Cartera hoy sabe, a través de Opypa y 
DIEA, dónde se produce hasta el último kilo de granos, carne, leche o de lo que sea en el país y 
nosotros tenemos que lograr, rápidamente, construir la columna de transporte para determinar que tal 
producción va a salir de aquí a aquí, en camión, de aquí a aquí, en ferrocarril y de aquí a aquí, por los 
puertos. Habrá que obligar a las empresas para que transporten sus productos por los puertos. Hoy 
por hoy existe mucho agroexportador que nos dice que en vez de salir por el puerto de Fray Bentos 
prefiere ir por la ruta a Nueva Palmira porque lo complican menos; ahorran cincuenta centavos de 
dólar, pero eso no les preocupa; no les preocupa porque no tienen que pagar la ruta. Tengamos en 
cuenta que un kilómetro de ruta 24 que se está haciendo en Río Negro cuesta U$S 700.000. Un 
kilómetro, reitero, cuesta eso y tenemos el puerto para transportar los productos, aunque sea en 
barcazas. Si se llevan por barcaza tres mil toneladas, estamos hablando que eso equivaldría a cien 
camiones con dieciséis cubiertas. Eso es lo que queremos lograr en esta Comisión con la participación 
de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Ganadería, Agricultura y Pesca y el Congreso 
de Intendentes. 


Después de todo esto, aparece el ICIR, que es el planteo que nos hace el Presidente con el 
objetivo de evitar la concentración de la tierra. En ese momento también aportamos algunas ideas que 
eran similares a lo que después se dio en llamar “el que rompe, paga”. Esto era parecido a una 
experiencia sobre la cual habíamos trabajado con el ingeniero Berterreche relativa al transporte de la 
producción o en las producciones. Quiero expresar que los ganaderos no nos decían que les 
sacáramos el 1%, sino que nos preguntaban por qué solo ellos lo pagaban. Esto fue lo mismo que nos 
plantearon los productores forestales, es decir, por qué solo ellos iban a pagar el transporte. En ese 
momento se manejó que lo relacionado con el concepto “el que rompe, paga” solamente ¡ba a ser para 
la caminería nacional y el ICIR para la departamental. 


¿Cómo funcionaba el ICIR? Recaudaría, aproximadamente, U$S 60:000.000 
anuales, lo cobraba la DGl e inmediatamente se formaba un fideicomiso por U$S 450:000.000 o U$S 
500:000.000 y se liberarían U$S 100:000.000 por año. Esto lo administraba la Comisión 


Sectorial de Descentralización, que la integran seis Intendentes, seis Ministros y la OPP. Esta 
recaudación tenía un destino específico que era la caminería rural. Su distribución era la siguiente: el 
primer año el total de la recaudación era por el Programa 370, o sea que cada departamento recibía el 
mismo porcentaje sobre U$S 60:000.000 y era destinado para la compra de maquinaria, por eso se 
hacía de esa forma. La distribución era bastante solidaria, porque no se hacía por lo que recaudaba 
cada departamento. Para dar una idea, en mi zona -Colonia, Soriano y Río Negro- se iban a recaudar 
por el ICIR U$S 12:000.000, de los cuales Río Negro representaba U$S 7:000.000, Soriano, U$S 


4:000.000 y Colonia, U$S 1:000.000. En los años siguientes se iba a realizar un estudio técnico para 
determinar qué tipo de camino se tiene, qué tipo hay que hacer, cantidad de kilómetros, población - 
pero no urbana, sino rural, porque no es lo mismo un departamento con veinte pueblitos chicos, donde 
cada uno tiene que tener una salida, a uno que prácticamente no tiene población rural- y qué tipo de 
producción existe en cada región. Después se conformaban las regiones y se hacían las sociedades 
anónimas, que eran para trabajar en el Derecho Privado y no solamente para la caminería rural. 


Se decreta la inconstitucionalidad del ICIR y el Presidente nos vuelve a plantear, en Durazno, 
la sustitución del ICIR por el Impuesto al Patrimonio, siguiendo aparentemente la misma lógica de 
evitar la concentración de la tierra; pero nos aclara que es un impuesto nacional. ¿Cuál es el análisis 
que hacemos nosotros? La recaudación parece ser similar, sería de U$S 60:000.000, pero la 
distribución es absoluta y totalmente diferente. 


El primer año, el 10% sería para la UTEC -lo votamos con las dos manos porque estuvimos 
absolutamente de acuerdo- y el 90% restante sería para compra de maquinaria porque precisamos 
urgentemente terminar el proceso que iniciamos; hoy estamos todos parados y ya perdimos un año y 
medio en la adquisición de maquinaria. También hay que decir que la lista de maquinaria que habíamos 
presentado era de U$S 110:000.000. 


El segundo año el 10% es para la UTEC, pero del 90% restante, el 50% es para las 
Intendencias y el 50% para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Honestamente, no entendemos, porque la mitad se la lleva el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, cuando en su momento se había hablado de que “el que rompe, paga” era para esa Cartera. 


El tercer año es igual. 


Quiere decir que si hacemos un análisis de esto, el primer año nosotros recibiríamos U$S 
54:000.000 de los U$S 60:000.000, y el segundo y tercer año recibiríamos U$S 27:000.000; algo 
bastante diferente de lo que era en principio el ICIR. 


Tampoco sabemos si podemos hacer un fideicomiso; aparentemente, al ser un impuesto 
nacional, se podría hacer, pero sería absolutamente diferente hacer un fideicomiso por U$S 
400:000.000 con una recaudación de U$S 27:000.000 anuales. 


El otro aspecto que nos provocó una fuerte confusión fue que en el 2015 esto va a Rentas 
Generales. El Presidente dijo en Durazno que él no se podía comprometer del 2015 en adelante, pero 
no se mencionó que iba a Rentas Generales. ¿Por qué decimos esto? Porque a raíz de lo que 
señalamos al principio, se vuelve a engrosar el tema de la partida nacional, para lo cual dejamos en la 
carpeta un cuadro de recursos nacionales y departamentales de cómo es la conformación del 100% de 
nuestros recursos. Actualmente, esta es de 60% - 40%, o 55% - 45% a favor de los Gobiernos 
Departamentales. Nuestro deseo es seguir teniendo, por lo menos en parte, esa posibilidad. 


En lo que a mí respecta, quiero terminar diciendo que las Intendencias somos buenas 
ejecutoras. Reivindico, en nombre de todos mis compañeros, nuestra capacidad de ejecución, porque 
además nos controlamos mutuamente en la Comisión Sectorial de Descentralización, donde todos los 
meses está el avance de ejecución de cada Intendencia en cada programa, en cada proyecto y en 
cada obra. Y cuando vamos llegando a fin de año, todos los meses se nos va diciendo cuánto nos falta 
ejecutar. A este respecto, me animaría a decir que se pierde muy poca plata, que se devuelve; se 
pierde muy poca, prácticamente nada. Por eso hacemos esta reivindicación. Pero a su vez también 
reivindicamos que lo hacemos con costos mucho menores a los que nos cobra cualquier empresa. 


Por otra parte, quiero decir que con respecto al 40% del presupuesto departamental que se 
rige por los artículos 214 y 298 de la Constitución, nosotros firmamos con el Poder Ejecutivo y con el 
Ministerio de Economía y Finanzas compromisos de gestión. Para obtener esa partida, que es el 3,33% 
del total de los recursos que recibe el Estado, debemos estar al día con los consumos de UTE, de 
OSE, de Antel, del Correo del Estado y del Banco de Seguros del Estado; de lo contrario, recibimos el 


2,9%. Por tanto, hay un fuerte compromiso de las Intendencias con respecto a la administración de los 
recursos públicos. En el caso de Río Negro, que tiene un presupuesto de US$ 30:000.000, y una 
partida nacional que, por decir una cifra, es del orden de los $ 280:000.000, anualmente se le devuelve 
al Estado, a través de UTE, OSE, Antel, al Banco de Previsión Social, a Ancap -y no ponemos el IVA- 
$ 140:000.000. Hago esta apreciación para reivindicar el cumplimiento de las Intendencias, sobre todo 
en el tema de la ejecución de nuestros presupuestos. 


SEÑOR PEÑA.- Quiero hacer uso de la palabra, básicamente para redondear una idea. Según 
entendí, no habría una opinión definitiva sobre el proyecto de ley, pero sí algunas consideraciones que 
me gustaría reiterar. Si comprendí bien lo que se dijo, no se tiene la misma opinión sobre el ICIR que 
sobre el impuesto que se establece a través de este proyecto de ley, donde no estaría tan clara la 
división del dinero a recaudar por parte de las Intendencias. Se habla de US$ 54:000.000, el primer 
año; US$ 27:000.000, el segundo; US$ 27:000.000, el tercero y no está clara la cifra a partir de 
2015. Tampoco está clara la posibilidad del fideicomiso y eso hace que se esté bastante lejos de las 
necesidades de caminería que tiene el país. 


Si es correcto lo que estoy señalando, se podría entender que, por lo menos según la opinión 
de los Intendentes presentes, este proyecto estaría bastante lejos de cubrir las necesidades de 
caminería de las Intendencias. ¿Es así? 


SEÑOR LAFLUF.- Sin dudas es así porque nosotros trabajamos -no voy a decir que perdimos- más de 
un año con el ICIR y el fideicomiso era de US$ 400:000.000 a US$ 500:000.000 para liberar eso 
mientras que, ahora, vamos a tener US$ 54:000.000 para comprar maquinaria cuando, en realidad, en 
la lista original eran más de cien millones. 


Por su parte, las diferencias entre el ICIR y este impuesto son las que dijimos. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Quiero hacer una breve puntualización que puede servir para ilustrarnos 
a todos. 


Aquí no se trata de la necesidad que tienen los Intendentes ni las Intendencias. Además, no 
tiene sentido hablar de caminería departamental y caminería nacional porque probablemente ustedes o 
quien habla, cuando voy a otro departamento, no sabemos cuándo estamos recorriendo una u otra. Lo 
que sí es cierto es que actualmente tenemos un problema que involucra al país entero y que si bien no 
lo vamos a resolver ahora, tenemos que ir pensándolo a futuro. Por primera vez en la historia del país 
se juntaron todos los involucrados en el tema para tratar de definir una logística con respecto a vialidad 
y las necesidades que tiene este país. 


Hoy la producción está aumentando mucho más rápido de lo que nosotros somos capaces de 
dar respuesta. Con esto quiero decir que debido a los paquetes tecnológicos, de los commodities y a 
un montón de cosas, hoy la producción está llegando mucho más rápido a lugares donde no hay 
servicios, donde no hay caminos, ni nada, que la velocidad que tenemos tanto el Ministerio como las 
Intendencias para dar respuesta para construir esos caminos. Por ejemplo, para ser muy gráfico, hay 
sendas de paso de campaña donde hace no cien sino diez años, con suerte una vez por mes pasaba 
alguien llevando una bolsa de galletas para llevar a una estancia, mientras que ahora se está 
plantando soja y madera. Eso no tiene marcha atrás y podríamos llamarlo dolor del crecimiento. 


El señor Senador Peña quería saber cuál era nuestra opinión sobre el impuesto, pero creo 
que poco importa y que no nos corresponde opinar al respecto. Lo que sí vimos en el Congreso y en la 
relación que tenemos con el Ministerio de Economía y Finanzas, con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y con el Presidente, es que existía la posibilidad de destinar un dinero para tratar de 
solucionar un problema, pero que hoy ese dinero no está. Este impuesto va a seguir adelante, en el 
Parlamento le harán o no modificaciones, pero salga como salga no estamos frente a una solución 
para un problema que el país -no nosotros- tiene. 


Específicamente, y sin entrar en la génesis del impuesto, veíamos que el fideicomiso era la 
posibilidad de destinar una cantidad importante de dinero para un problema que el país tiene. El señor 


Lafluf hablaba de US$ 100:000.000 por año, pero al tener durante tres años un destino específico y 
luego, años por delante, no creemos que a Rentas Generales le sea sencilla la creación del 
fideicomiso, y eso los señores Senadores lo sabrán mejor que nosotros. Quizá se podría buscar un 
mecanismo para formar un fideicomiso, pero al igual que nosotros, los señores Senadores conocen los 
tiempos que tenemos -porque aunque ya casi estamos frente a procesos electorales, la producción no 
entiende eso- y saben lo difícil que es encarar en los próximos dos años una solución de fondo para el 
tema. 


También nos preocupa el tema de la logística y el de la infraestructura vial. 

Aunque nosotros no estamos vinculados en la creación del impuesto, somos parte porque 
estamos conversando, pero hemos generado la expectativa de que con su creación se va a solucionar 
el tema y estamos muy lejos de hacerlo. No sabemos si será en este ámbito o en otro, pero sí 
queremos dejar planteada nuestra inquietud acerca del problema. Todos estamos en ese barco y en la 
solución de ese problema. 


SEÑOR LAFLUF.- Con respecto a lo que decía el señor Castaingdebat quería agregar que hoy no 
tenemos tope en el aumento de la producción y quiero que eso quede claro, porque no hay nada que 
nos haga avizorar que eso vaya a cambiar a corto plazo. Gracias a Dios el problema que tenemos es 
por esto y no porque tengamos todos los camiones parados. Además, cuando hablábamos de US$ 
100:000.000 lo hacíamos responsablemente y le dijimos al señor Presidente que si él nos daba US$ 
200:000.000 por año no lo íbamos a poder ejecutar. Tenemos que apostar a hacer todo, pero también 
debemos ser responsables para saber cuánto podemos ejecutar y por eso primero necesitamos la 
maquinaria. 


SEÑOR COURIEL.- Entendí que los montos requeridos para resolver el tema de la caminería rural son 
mucho más altos de los que da este impuesto. Me gustaría saber si estuvieron de acuerdo o no con 
que del 90% del impuesto se destinara un 50% para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
otro 50% para las Intendencias, durante los primeros tres años. En el cuarto año va todo a Rentas 
Generales con la idea de que no haya impuestos afectados. Me gustaría tener una opinión del 
Congreso de Intendentes sobre el tema. 


SEÑOR LAFLUF.- Con respecto a la distribución con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
nosotros no sabíamos nada. Nos enteramos cuando el Presidente nos informó del tema en Durazno. 


Por otro lado, no compartimos que en el cuarto año todo lo recaudado vaya a Rentas 
Generales. Si bien el Presidente nos dijo “yo no me puedo comprometer desde el 2015 en adelante”, 
tampoco nos dijo que iba a Rentas Generales. 


Nosotros también nos planteamos por qué, durante esos tres años, no va todo el Impuesto a 
las Intendencias. Lo de Rentas Generales, nos parece que no corresponde. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Nosotros habíamos comenzado un proceso, creo que muy bueno para el 
país, que habla un poco de la madurez política, y que tiene que ver con el tema de la regionalización. 
Eso perseguía el hecho de que no podíamos seguir con los límites departamentales por solucionar. Por 
ejemplo, en nuestro caso concreto, esto ocurría en Canelones, en cuatro Intendencias que hoy son del 
Partido Nacional, y así se repetía a lo largo y ancho del país. Ese proceso de regionalización se cayó, 
porque ese proceso sin plata, es impensable. En Uruguay estamos acostumbrados a arreglar los 
caminos con una carga de balasto y una pasada de motoniveladora, pero el país ya no lo admite más y 
tenemos que ir a tecnologías totalmente diferentes que, por supuesto, son mucho más costosas. Se 
nos podrá decir que no traemos soluciones. Es cierto, pero sí queremos compartir la visión, la 
necesidad y la importancia que le damos a este tema. 


SEÑOR COUTINHO.- Muy brevemente, quiero decir que la delegación del Congreso de Intendentes, 
no viene a plantear su opinión, sino a decir que cuanto antes esto se decida, vamos a ganar tiempo. 
En primer lugar, porque los ciudadanos que pagaron el Impuesto están esperando la devolución. Se 
trata de un monto de US$ 9:000.000 que, inmediatamente a través de la sustitución de la otra ley, 
serían distribuidos entre aquellas Intendencias que ya llamaron a licitación o ya pusieron algún recurso 


en base a lo pasado. En segundo término, porque tenemos un acuerdo con el Gobierno, a través de 
Presidencia de la República, que una vez que se vote, se verá de qué manera nos podemos juntar con 
el primer dinero, en agosto. 


Sobre todo lo que pasó, esa sería la historia. Ahora bien, para el “clin caja”, de lo que es el 
Congreso de Intendentes, es importante que conozcan estos dos aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es que el Senado se expida por sí o por no, el miércoles 8 de mayo. 


SEÑOR LAFLUF.- Esos US$ 9:000.000 que se recaudaron por el ICIR, nos serían entregados como 
adelanto del total de la partida de US$ 54:000.000, que se podría estar adelantando en agosto. 


Se imaginarán los señores Senadores que si salimos con cinco o seis licitaciones de 
maquinaria vial, el país no cuenta con tanto equipo como para tenerlo inmediatamente. Por lo tanto, lo 
que decía el señor Coutinho era importante. 


(Se retira de sala la delegación del Congreso de Intendentes.) 


(Ingresan a Sala el Vicepresidente del Colegio de Abogados y los representantes de la 
Comisión Tributaria del Colegio de Abogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el agrado de recibir al Vicepresidente del Colegio de Abogados, 
doctor Ricardo Mezzera, y a los integrantes de su Comisión Tributaria, su Presidente, doctor César 
Pérez Novaro, y los doctores Alberto Varela y Felipe Martínez. 


Como ustedes saben, en esta Comisión está a estudio el proyecto de ley sobre el Impuesto 
al Patrimonio. Les pedimos disculpas porque tuvieron que esperar unos minutos pero, como ustedes 
saben, los Intendentes hablan mucho, como también los Senadores, por lo que se produce una mezcla 
explosiva. 


(Hilaridad.) 
Les cedemos el uso de la palabra para que expongan su visión sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR MEZZERA.- Antes que nada queremos agradecer esta invitación. En el día de hoy estoy 
ejerciendo funciones como Presidente en Ejercicio porque el doctor Real -a quien le hubiera gustado 
estar presente hoy acá- está de viaje. 


Como bien dijo el señor Presidente, hemos concurrido hoy aquí con tres integrantes de la 
Comisión de Derecho Tributario del Colegio de Abogados y cada uno de ellos analizará una parte 
relevante del proyecto de ley a estudio. Se trata de una visión eminentemente técnica. Estos temas han 
tenido muchas aristas desde donde se han abordado, pero lo que nos interesa hacer hoy aquí es un 
planteo técnico sobre algunos aspectos que despiertan cierta inquietud. 


Por tanto, solicito autorización para que hagan uso de la palabra los integrantes de la 
Comisión de Derecho Tributario. 


SEÑOR VARELA.- La Comisión de Derecho Tributario del Colegio de Abogados encuentra un grave 
cuestionamiento respecto de la introducción en el Impuesto al Patrimonio de un concepto abstracto, 
impreciso y confuso como es la unidad económico administrativa, que determina el alcance de la 


exoneración y, por ende, el alcance mismo del hecho generador del Impuesto al Patrimonio. Entre 
otros, esto figura en los artículos 2? y 13 del proyecto de ley. 


Entonces, de la existencia de la Unidad Económico Administrativa depende quiénes pagan el 
Impuesto al Patrimonio, y cuánto pagan. Es claro que la norma cuestionada se origina en el 
reconocimiento de que la fijación de un techo cuantitativo a la exoneración va a funcionar como un 
incentivo a la división artificial de la titularidad de la tierra. 


Para combatir esas situaciones de elusión o evasión tributaria, la Administración Tributaria 
cuenta con un arma letal, como lo es el artículo 6% del Código Tributario que en su inciso segundo 
consagra: “Las formas jurídicas adoptadas por los particulares no obligan al intérprete;” -a la 
Administración- “éste deberá atribuir a las situaciones y actos ocurridos una significación acorde con 
los hechos”. En este caso, los hechos a constatar apuntan a quién es el verdadero propietario de la 
tierra a pesar de las formas adoptadas. A esto se suma que para poder correr el velo de las formas, en 
nuestro país el Fisco cuenta con un número importantísimo de poderes -algunos los consideramos 
excesivos- que se han venido incrementando peligrosamente en los últimos años. Por lo tanto, eso 
hace posible llegar a la realidad de acuerdo con la legislación actual. En múltiples ocasiones el fisco 
uruguayo ha invocado, con éxito, la existencia de conjuntos económicos para gravar situaciones que 
de otra forma hubieran quedado fuera del tributo. 


En todos los casos en que ha tenido éxito la Administración, aplicó el principio de realidad, 
contenido en el artículo 6% del Código Tributario, a situaciones concretas. Esta es la prueba de que el 
sistema actual funciona y de que no es necesario introducir conceptos económicos abstractos en la 
definición del hecho generador del impuesto. Esta debe ser precisa y estar contenida únicamente en la 
ley. Tal como decía el profesor Valdés Costa: “todo aquello relativo a la estructura, existencia y cuantía 
de la obligación tributaria debe ser regulado exclusivamente por la ley”. El aspecto material del hecho 
generador del impuesto no puede quedar librado a la interpretación de la Administración Fiscal de un 
concepto abstracto y divorciado del concepto formal de derecho de propiedad que informa la estructura 
misma del Impuesto al Patrimonio. 


Una definición tan endeble, como la de la unidad económico administrativa, va a generar 
múltiples dudas aún en los contribuyentes de insospechada buena fe. No habrá certeza alguna hasta 
que el Fisco diga si dos sujetos deben tributar como una unidad económico administrativa, o no. Y ello 
podrá pasar luego de muchos años de estar tributando por separado con la mejor intención. 


Estamos, por ende, ante una delegación inconstitucional de funciones del Poder Legislativo 
en el Poder Ejecutivo, que viola el principio de reserva absoluta de ley y que también ataca los 
principios de seguridad y certeza jurídica. 


Sobre este tema no sólo hay jurisprudencia nacional sino también unanimidad de la más 
prestigiosa doctrina nacional. Simplemente cito a Valdés Costa, Juan Carlos Peirano, Addy Mazz, José 
Luis Shaw, Alberto Faget, James Whitelaw, Andrés Blanco, Montero Traibel, César Pérez Novaro, Juan 
Antonio Pérez Pérez, etcétera. 


Más allá de esta objeción constitucional concreta, es muy importante ver lo que sucede a 
nivel internacional. Los países que definen legalmente a los conjuntos o unidades económicas, lo 
hacen para beneficiar al contribuyente y no para perjudicarlo. Es el propio contribuyente el interesado 
en ser designado como conjunto o unidad económica y, en todo caso, es opción de él mismo. Esos 
beneficios que se pretenden surgen de la posibilidad de compensar ganancias con pérdidas y 
diferimiento de ganancias. Ese es el caso de Austria, Dinamarca, Finlandia, Francia, Italia, México, 
Holanda, Inglaterra, Suecia, Irlanda, Polonia, Luxemburgo, Chipre, Portugal, España, etcétera. En 
todos esos países la ley establece la adhesión voluntaria del contribuyente al sistema de tributación por 
grupo de sociedades. Entonces, la situación a nivel de Derecho comparado demuestra que los países 
han entendido inconveniente incorporar conceptos esencialmente económicos y discutibles, como la 
unidad económico administrativa o los conjuntos económicos, al hecho generador de los impuestos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Agradezco la deferencia de habernos recibido. 


Quisiera comentar brevemente un aspecto de este tema, que es la conformación de la base 
imponible que se hace de la tributación al patrimonio que está afectado a la explotación agropecuaria y, 
particularmente, en lo que hace a una amplia delegación que se prevé en el Poder Ejecutivo para que 
fije determinados porcentajes para la valuación de los bienes muebles y semovientes de personas 
físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas. 


El artículo 2? del proyecto agrega al artículo 14 del Texto Ordenado de 1996, el artículo 38. 
Éste prevé que, a efectos de determinar el valor de los activos, se van a considerar exclusivamente la 
suma de dos valores: por un lado, el valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro, de los 
bienes inmuebles rurales que sean propiedad del contribuyente y, por otro, el valor de los bienes 
muebles y semovientes de la explotación, valuados en un 40% del valor real de los inmuebles rurales. 
Se prevé, además, que este valor ficto sea computado tanto por quien sea propietario del bien 
inmueble donde se realiza la explotación agropecuaria -aunque no sea el propietario el que realice esa 
explotación- como, también, por quien realiza la explotación. Es decir, tanto el propietario del bien 
como quien realiza la explotación computarán ese valor ficto. 


Ahora bien, el artículo 6* del proyecto a estudio sustituye los incisos primero y segundo del 
literal F) del artículo 9% del Título 14. El artículo 9% se refiere a la valuación de los bienes de las 
personas físicas, núcleos familiares y las sucesiones indivisas. En la nueva redacción, se establece 
que los sujetos mencionados van a valuar esos bienes, muebles y semovientes por un porcentaje del 
valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro, previéndose que el Poder Ejecutivo podrá variar 
ese porcentaje, entre un máximo del 80% y un mínimo del 40%. Esta disposición es la que, 
particularmente, quisiera comentar, pues nos merece algunos reparos. Esta norma establece una clara 
y amplia delegación al Poder Ejecutivo, para que fije un aspecto central del tributo, como lo es la base 
imponible del mismo. 


En primer lugar, entendemos que en el régimen constitucional vigente rige el principio de 
legalidad, el cual tiene una mención expresa en la Constitución -en el numeral 4) del artículo 85- a la 
materia tributaria. De acuerdo a este régimen, sólo el Poder Legislativo es quien puede establecer los 
tributos, sin que prevea que se pueda delegar esa facultad al Poder Ejecutivo. De modo que el 
Parlamento no puede delegar las atribuciones que le otorga la Constitución, ya que ninguna norma lo 
habilita a hacerlo. En caso de que delegue sus funciones, hace más de lo que la Constitución le 
permite, y con ello altera el sistema previsto de separación de Poderes. 


En segundo término, la base imponible del tributo, que es lo que se está delegando a que el 
Poder Ejecutivo modifique, es una parte esencial de la estructura del tributo. Forma parte de lo que los 
juristas llamamos el Derecho tributario material, es decir, aquella parte del Derecho tributario que 
regula todo lo que hace a la existencia y cuantía de la obligación tributaria. Este aspecto conformaría el 
corazón mismo del fenómeno tributario. Las garantías constitucionales previstas se ven resguardadas 
en la medida que esa existencia y esa cuantía en la obligación estén fijadas por el Organo legislativo. 


Quisiera citar al profesor Giannini quien comentando una disposición similar decía que es la 
ley la que debe regular con la máxima precisión posible cuándo el impuesto es debido, quiénes son las 
personas que están obligadas al pago, cuál es el monto a pagar del impuesto y cuáles son los modos y 
las formas en los que el tributo debe ser determinado y recaudado. Esto es así porque en definitiva el 
tributo es una limitación a la propiedad y, por lo tanto, debe ser el Parlamento quien establezca esa 
limitación. 


Particularmente, no se establece ningún criterio para que el Poder Ejecutivo ejerza esta 
facultad. De modo que no deberá justificar el acaecimiento de ninguna situación prevista que amerite 
eventualmente duplicar los porcentajes para la valuación de bienes del 40% al 80%. Si miramos este 
artículo en toda su estructura, parecería que establece que el porcentaje diferencial del 40% al 80% 
podría hacerse en función del patrimonio de cada contribuyente o para todos sin distinción -sin 
preverse cuáles son los criterios que motivan esa diferencia- sin perjuicio de disponer estos 
porcentajes diferenciales para los distintos tipos de explotación. Al no existir criterios que justifiquen un 
tratamiento diferencial, no queda claro cómo hacer para evaluar la arbitrariedad o no de esa valuación 
diferente. Simplemente se establece que puede hacerse entre un 40% y un 80%, pero repito que la ley 
no establece un criterio por el cual podría eventualmente modificar el porcentaje. 


Por lo tanto, y como conclusión final a mi intervención, quisiera alertar a la Comisión sobre 
una eventual vulneración que podría haber del principio de legalidad. A modo de resumen de mi 
exposición, me gustaría citar la Sentencia N” 438/998 del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
que tiene una impecable redacción. Cito la sentencia: “Nuestro régimen se afilia a una concepción 
ortodoxa del principio de legalidad, no siendo admisible el instituto de la delegación de competencias, 
de manera que la ley formal es el único medio de creación, modificación y supresión de tributos (...) es 
decir que los órganos legislativos tanto a nivel nacional como departamental no pueden abdicar de sus 
potestades por medio de delegaciones de competencia inadmisibles en nuestro derecho constitucional. 
La doctrina más autorizada es unánime en cuanto a que en ausencia de disposición constitucional 
expresa, la delegación es improcedente, fundándose en los principios que los órganos estatales están 
en el deber de ejercer las funciones que la Constitución les adjudica. Es la norma legislativa en sentido 
formal (ley nacional o decreto departamental con fuerza de ley en su jurisdicción) la que debe 
establecer todos los elementos que influyen en la existencia y cuantía de la obligación tributaria”. 


En caso de que se delegara algún aspecto de la existencia o de la cuantía de la obligación 
tributaria, esa delegación no estaría permitida por nuestra Constitución. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Agradecemos a la Comisión de Hacienda por esta invitación. 


Como habrán percibido, la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados pasó por el escáner 
del principio de legalidad el proyecto de ley que los señores Senadores están considerando. Estas 
violaciones del principio de legalidad no solo acontecen en este proyecto de ley sino que son repetidas 
en grado sumo, casi en progresión geométrica. 


Ahora bien; nos preguntamos si la costumbre es fuente de Derecho en el Uruguay. ¿Una 
violación se transforma en Derecho si se repite muchísimas veces? No; así que la costumbre no es 
fuente de Derecho. Algún día deberíamos tener en cuenta las recomendaciones que ha hecho la 
doctrina desde hace décadas. Hay que tener en cuenta -no lo digo solo por este proyecto de ley- que 
no debemos seguir delegando aspectos que son perfectamente no delegables. A veces se puede 
comprender que se realice esto en aspectos que lo ameriten por su complejidad, pero hay situaciones 
en las que la delegación, en aspectos esenciales, se transforma en un problema. Supongo que todos 
los que estamos acá presentes queremos el menor número de problemas y de controversias posibles, 
aun contra de los intereses de los abogados tributaristas, por decirlo de alguna forma. 


Además entiendo que en relación a este proyecto de ley es conveniente que la Comisión 
recabe el asesoramiento imparcial de la sociedad civil y de la academia. Me refiero concretamente a 
dos instituciones: el Instituto de Finanzas Públicas de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República -que siempre tuvo como gran figura al gran Ramón Valdés Costa- y el Instituto Uruguayo de 
Estudios Tributarios -integrado por contadores y abogados tributaristas- que también en este punto 
siempre ha intentado colaborar para esclarecer y dar opiniones exclusivamente técnicas en el análisis 
de los temas tributarios. 


Entiendo que es bueno detenerse quizás un segundo para considerar estas opiniones y por 
eso me pareció importante que lo recordáramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Partiendo de la base de ser celoso con el principio de legalidad deberíamos 
llegar a la conclusión de que el artículo 2* del Código Tributario es inconstitucional porque en su inciso 
final dice: “En los casos de los numerales 2%, 3” y 4”, que son los que crean tributos, modifican, 
suprimen y establecen bases de cálculo y demás -por supuesto que es enunciativo- “la ley podrá 
establecer también las condiciones y límites dentro de los cuales el Poder Ejecutivo deberá precisar o 
determinar las bases de cálculo, alícuotas, exoneraciones y sanciones aplicables.” O sea que el 
artículo 2* del Código Tributario establece -lo cual no es menor- que hay una franja -es un enunciado, 
lógicamente- en que la ley puede dar discrecionalidad al Poder Ejecutivo. Se podrá discutir si el artículo 
6% está incluido en esa franja o no, pero no podemos decir que en ningún caso -si el artículo fuera 
correcto- el Parlamento puede delegar algunos de esos aspectos al Poder Ejecutivo. Incluso el doctor 
Pérez Novaro dijo que podría haber algún caso y nombró algún precio específico. Entonces, lo 
podemos hacer con ciertas condiciones y, en ese caso, puede ser que este artículo esté fuera de la 


cancha, o no lo podemos hacer. En este último caso, el artículo 2? del Código Tributario habría que 
modificarlo y eliminar el inciso final. Esta es una de las interrogantes que quiero plantear. 


SEÑOR VARELA.- En cuanto al comentario del doctor César Pérez Novaro y lo que plantea el señor 
Presidente sobre si hay o no una cierta flexibilidad, señalo que ha habido discusiones con respecto a 
las alícuotas, pero nunca se debatió sobre la materia gravada y los sujetos pasivos. Si hubiera que 
establecer un orden de gravedad, debemos referirnos al tema de la unidad económica. Por ejemplo, 
alguien que no pagaba el impuesto se entera de que a la Dirección General Impositiva se le ocurrió que 
debía tributar junto con otra explotación agropecuaria porque tienen el mismo contador o compran 
forraje juntos, pero eso es algo esencial al principio de legalidad. En todo caso, quienes han sostenido 
que existe una flexibilidad -en los hechos así ha sucedido a lo largo de los años- establecen que parte 
de la política económica que tiene que llevar adelante el Poder Ejecutivo es fijar alícuotas, por ejemplo, 
bajar el IVA del 22% al 20% y eso se debe a que el 22% es una tasa máxima. No se trata de que sea 
una tasa legal; de lo contrario, tendrían que presentar un proyecto de ley. Eso está dentro de las 
libertades y la potestad de llevar adelante los impuestos. Lo que nunca había ocurrido es que se 
pusieran Rimas de Bécquer a la hora de delimitar el hecho generador de un impuesto. La poesía se 
interpreta de diferentes formas y esto está muy cerca de eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar al tema de la unidad económica quiero decir que interpreto 
que si en el literal F) del artículo 6% en vez de establecer un máximo de 80% y un mínimo de 40% 
pusiéramos solo un 80% no habría observaciones de parte de ustedes sobre los aspectos técnicos. 
Después analizaríamos si eso conviene o no. Sin embargo, si como parlamentarios hicimos un cálculo 
con el 80%, pero al empezar a cobrar el impuesto nos damos cuenta de que la realidad estaba por 
encima de las aspiraciones de lo que se pretendía recaudar, podemos adaptar la redacción para decir 
“hasta un 80%”. En el caso del Impuesto Específico Interno -Imesi- a los vehículos se puso “hasta” 
cierto porcentaje y no he constatado que nadie lo haya declarado inconstitucional. Es posible que no se 
hayan presentado, pero se dice “hasta”. En este caso, en lugar de eliminar el mínimo de 40% 
podríamos poner “hasta 80%”, pero eso es más amplio que establecer entre un 40% y un 80%. 


No digo que esto esté dentro de la cancha, sino que cuando uno repasa todos los impuestos 
-por ejemplo el Imesi- se pone “hasta” y, en general, siempre está un poco por debajo. Esa es la 
aspiración que nosotros tenemos, pero si con esto nos vamos afuera de la cancha, tendremos que 
poner el 80% y no otorgar al Poder Ejecutivo la flexibilidad que le permita bajarlo. De cualquier manera, 
si no se pudiera tocar nada, si nada pudiera quedar a discreción del Poder Ejecutivo, deberíamos 
derogar ese artículo 2? del Código Tributario para ser coherentes. Tendríamos que decir: “Señores, los 
Parlamentos se crearon en principio para controlar a los reyes en el tema de los impuestos; nada se 
puede hacer en relación a los impuestos sin que pase por el Parlamento”. Pero después había precios 
controlados por el Parlamento o las Juntas Departamentales que eran un lío; se retrasaban porque los 
parlamentarios no los modificaban. Esta es mi primera inquietud. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me parece muy pertinente la invocación del artículo 2? del Código Tributario para 
aclarar el papel y el efecto de esa norma. 


El Código Tributario es una ley ordinaria, común; por lo tanto, no tiene facultades para obligar 
a otras leyes a hacer determinadas cosas. Si uno analiza el artículo 22 de este código, puede ver que 
no está estableciendo una delegación, sino que está diciendo que la ley podrá establecer una 
delegación. 


En su momento, esto dio lugar a un debate sobre si dicho artículo era inconstitucional o no. El 
doctor Ramón Real, ex Decano de la Universidad, en un informe técnico había concluido que, en 
realidad, el artículo no estaba estableciendo una delegación, sino que habilitaba a otras leyes para que 
hagan delegaciones. El problema es que la ley no tiene facultad para obligar a otras leyes, lo único que 
puede obligar al Legislador, es la Constitución y no otra ley. De este modo, en verdad, ese artículo no 
vulneraba ningún interés personal directo ni legítimo de nadie, porque no estaba estableciendo 
propiamente una delegación. Por lo tanto, digamos que ese artículo es una aspiración del Legislador 
que hizo el Código Tributario de querer habilitar la posibilidad de que otros Legisladores, 
eventualmente, hicieran esas delegaciones. Cuando esos otros Legisladores las realizaran, iban a 
tener que ser analizadas desde el punto de vista de su posibilidad constitucional. Dado que nuestro 


régimen constitucional establece que la facultad de establecer tributos corresponde al Poder Ejecutivo 
y no prevé la facultad de delegar esta posibilidad en dicho Poder, podríamos decir que cualquier ley 
que establezca una delegación en aspectos esenciales del tributo, estaría vulnerando el artículo 85, 
numeral 4) de la Constitución. Pero, por otra parte, el hecho de que, como decía el doctor Varela, se 
pueda delegar eventualmente una alícuota, es un elemento que no es esencial, en el sentido de que no 
integra la estructura misma del tributo; si bien lleva su cuantificación, lo esencial de él es su base 
imponible, su existencia, y la cuantificación de su base imponible; cuál es el hecho generador y cómo 
se cuantifica. En este caso, la delegación es sobre la base imponible del tributo, no sobre la alícuota, 
con lo cual es un elemento esencial del tributo. En el caso del IRA, como bien decía el doctor Varela, 
se establece un máximo que puede variar pero, en este caso, se está dejando que el Poder Ejecutivo 
fije la base imponible del Impuesto al Patrimonio. En este caso es mucho más grave, porque es el 
corazón mismo del tributo, es decir, su base imponible, qué es lo que se va a grabar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No debo habilitar los dialogados, pero quiero señalar que estoy de acuerdo 
con lo que ha expresado. El problema es que si tomamos el Código Tributario vemos que el artículo 2.* 
habla del principio de la legalidad y su inciso final está casi en la ilegalidad; acépteme que confunde. 
Si no estamos de acuerdo con este inciso final, deberíamos derogarlo para no confundir. Por más que 
sea un enunciado y, en todo caso, habilite otras leyes, el título del artículo es “Principio de legalidad”. 


(Dialogados.) 
-Sí, perfecto. Los parlamentarios del año 1985... 
SEÑOR HEBER.- Es de 1974. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se votó en 1974, pero en 1985 pudimos corregirlo. Ese inciso final confunde. 
Entonces, cuando se rasgan las vestiduras, creo que debemos poner las cosas en su lugar, lo cual no 
quiere decir que no se tenga razón, pero digo que debemos ir despacio por las piedras. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- La fecha de aprobación del Código Tributario no puede obviarse. Para 
aprobar un Código Tributario, hubo que “comerse algunas víboras”. Justamente, una de esas “víboras” 
es ese artículo 2%, que tendría sentido y sería idóneo si estuviera en la Constitución. Es obvio que en 

1974, cuando se trató este tema, estas cuestiones de si está en la Constitución, en un acto 
institucional o en el Código Tributario, parecía que no tenía tanta importancia pero, en realidad, la tiene 
y mucho. Por eso, el doctor Valdés Costa siempre sostuvo que el artículo no era inconstitucional, pero 
era inocuo, no servía para nada, directamente. La opinión del doctor Valdés Costa la siguieron la gran 
mayoría de los Poderes Ejecutivos -diría todos- pues ni siquiera lo han invocado. Quiere decir que esa 
norma como fundamento de la posibilidad de delegar no es idónea; si estuviera en la Constitución sí lo 
sería. Y es más: podemos decir que gran parte del mundo tiene Constituciones más flexibles que la 
nuestra. Quizá la nuestra sea una de las últimas rígidas. Pero para eso lo que tenemos que hacer es 
cambiar la Constitución; no basta cambiar esa ley o esa norma legal. Eso por un lado. 


Por otra parte, el concepto de hecho generador nos lleva a la base de cálculo, que es la 
traducción cuantitativa, la más -tributariamente hablando- dramática, porque incide sobre la cuantía del 
tributo. Por eso, cualquier delegación que se realice en la base de cálculo puede tener un efecto muy 
grande sobre esa cuantía. No hay aquí inconstitucionalidades buenas, más o menos buenas u 
horribles. No; todas son inconstitucionalidades. En este aspecto, tal vez sea el culpable de que el 
debate se haya derivado hacia el tema del principio de ilegalidad, ya que fui yo quien lo introdujo. Pero 
me parece que es muy importante que reflexionemos y que lo hagamos desde el punto de vista 
técnico. Los abogados siempre estamos detectando este tipo de inconstitucionalidades, de violaciones, 
porque sabemos que son permanentes y que están en forma repetida. Y en este punto, creo que tienen 
mucha importancia desde el punto de vista de este proyecto, porque evidentemente va a cambiar la 
cuantía de la obligación. No cuesta nada establecer un porcentaje, que no tiene por qué ser ni el 
mayor, ni el menor, ni un promedio. Tendrá que ser el que deba ser. Por eso, aquí existe lo que 
nosotros llamamos discrecionalidad legislativa, que es la que les permite a ustedes tener la libertad de 
aprobar una ley. Discrecionalidad que no tiene el Poder Ejecutivo ni la Administración. Acá no es solo el 
respeto a las formas por las formas mismas. Lo que importa es que haya certeza, seguridad y claridad, 
y esa es -me parece- la mejor garantía para la libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúo con las inquietudes porque para mí, el artículo 2% no es inocuo, sino 
que confunde. Pero en todo caso, la pregunta referida al artículo 6% es que si nosotros redactáramos 
diciendo que es un 80%, supongo entonces que no habría observación técnica alguna. Y si le 
agregáramos que además facultamos al Poder Ejecutivo a cobrar menos, creo que no habría objeción 
alguna, porque fijamos una tasa o porcentaje de un 80% y después facultamos al Poder Ejecutivo a 
cobrar menos. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Igualmente es una desviación. Queda en manos del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien; es la pregunta que quería que me contestaran. En ese caso, no 
estableceremos la facultad y dejaremos el 80%. 


Por otro lado, está el artículo 13, que plantea un problema de interpretación, 
independientemente de que ustedes tengan razón. El Poder Ejecutivo dijo que si no se vota el artículo 
13, aplicaría el inciso segundo del artículo 6% del Código Tributario, y aparentemente no habría 
observación legal alguna. 


Ahora bien, el inciso segundo del artículo 6* para el Poder Ejecutivo es muy amplio y quiere 
ceñirlo no solo a que la entidad recaudadora -en este caso la DGI- sino también el contribuyente y los 
asesores, abogados y contadores del contribuyente, tengan lo más claro posible quién es el que debe 
pagar el impuesto, y si hay algún contribuyente que es parte de una unidad económico administrativa, 
que lo sepa de antemano; el artículo es lo suficientemente claro. También me consta que luego, 
cuando uno se pone a redactar las cosas no salen con el objeto y el fin que se persigue. Lo cierto es 
que actualmente el inciso segundo permite todo, a tal punto que existen resoluciones internas del 
Banco Central -véase que no hablo de una ley o de un decreto- que determinan qué es una unidad o 
un grupo económico y la idea es poner negro sobre blanco la definición de la unidad económico 
administrativa; el tema de si se logra o no hacerlo, es otra cosa. Al respecto, hoy se señalaba que las 
cooperativas no están y eso debe figurar en una redacción clara donde se establezca quién es 
contribuyente, quién no lo es y que quien está en una unidad económico administrativa lo sepa con 
certeza. 


Ocurre que luego, cuando se lee, hay quienes dicen que el texto es muy laxo y abarca a 
todos; pero el propósito que movió al Poder Ejecutivo -y creo que a todos los parlamentario se vote o 
no el proyecto de ley- es que se sepa bien cuál es el hecho generador y quién es el contribuyente. En 
ese sentido, el objeto del artículo 13 es determinar el sujeto que paga el impuesto. Quizás no se logre 
ese propósito por lo que sería bueno que todos ayudemos para que no sea así. Lo que no se quiere es 
que el único antecedente sea la resolución del Banco Central -para ciertos aspectos- o la sentencia del 
Tribunal, porque está bien que se generen antecedentes, pero no actuó el Legislador. Al ser humanos 
los que sentencian, se pueden equivocar. En ese sentido, hoy se leyó una sentencia, donde perdió la 
DGI, que establecía catorce criterios para determinar una unidad económico administrativa -utilizaba 
ese término- que eran mucho más laxos que lo que aquí se establece. 


Entonces, ¿se puede o sería un sacrilegio cambiar la redacción del inciso segundo del 
artículo 6%, por otra, aunque fuera distinta a la que ahora se establece? Creo que nadie debería admitir 
-ni los que votan el impuesto ni los que no lo votan- que una vez aprobado, a través de subterfugios 
jurídicos, no paguen quienes integran el grupo que debe hacerlo; la ley debería cumplirse. Por eso el 
inciso segundo del artículo 6* es a tal punto laxo que no le importa la forma jurídica a la hora de evitar 
la evasión. Ahora bien, como queremos tener una redacción más clara -porque tiene que haber una 
unidad económico administrativa- se pusieron estos parámetros. Quizás no logren el cometido pero, 
insisto, ese es el propósito que anima al Poder Ejecutivo y a los parlamentarios. Ya sacamos a las 
cooperativas y quizás suceda lo mismo con alguna forma de asociación. Si seguimos estudiando el 
tema podremos llegar a una fórmula que, sin ser perfecta, mejore el segundo inciso. Debe tenerse en 
cuenta que si no votamos este artículo, se deberá remitir al inciso segundo del artículo 6% del Código 
Tributario. 


Nosotros como Legisladores le vamos a dar al Poder Ejecutivo plenas armas, pero si esto 
después se declara inconstitucional, va a quedar el inciso segundo del artículo 6%. Capaz que no lo 


encontramos -porque esto puede ser un palo enjabonado que nadie termina de agarrar- pero estamos 
tratando de encontrar una redacción que hasta ahora pensamos que es posible. 


SEÑOR VARELA.- Si se declara inconstitucional dentro de un tiempo vamos a venir a discutir otro 
impuesto, pero no va a regir automáticamente el artículo 6* del Código Tributario. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 3? no tira todo el impuesto abajo. 
SEÑOR VARELA.- No, pero saca el hecho generador del impuesto. 


Como dice un amigo mío: “Si este artículo es para ayudar, no me ayuden”. La esencia del 
Impuesto al Patrimonio es gravar la propiedad -activos menos pasivos- pero uno no se puede separar 
de lo que es la propiedad formal. Tenemos un excelente sistema jurídico que establece qué es de 
quién. Eso nos enorgullece y es lo que hace que muchos inversores vengan a este país porque nadie 
está confundido, todo el mundo sabe que si tiene un pedazo de tierra, una casa o un auto es suyo. 
Todos sabemos quién es propietario de qué. Este es un impuesto a la propiedad y el artículo que el 
señor Presidente menciona se separa de la propiedad y va a una entelequia que es la mezcla de 
sujetos para tributar o para no tributar, para pagar una tasa o para pagar otra. El abandono del derecho 
de propiedad es un peligro y es lo que no deberíamos hacer en nombre de castigar la patología. La 
patología se castiga con el artículo 6% y con buenos jueces. Es como si quisiéramos definir el delito de 
la estafa y empezáramos por describir todo lo que puede ser una estafa. Ese delito está definido en el 
Código Penal y después los seres humanos, a través de sus conductas, se encargan con gran 
imaginación de realizar engaños. 


Hoy en día este artículo 6 funciona. Entonces, este artículo, más los jueces, más los 
contribuyentes, hacen que haya Justicia. Esta norma va a enredar el tema confundiendo las cosas y 
haciendo que nadie sepa si tiene que pagar o no el impuesto. Ese sería un ataque mayor al principio 
de legalidad que nunca antes había ocurrido. 


SEÑOR AMORÍN.- Considero que las explicaciones de los integrantes del Colegio de Abogados han 
sido absolutamente claras. 


A nivel de las distintas delegaciones que hoy nos visitaron, se nos planteó una seria 
preocupación con respecto al artículo 2”, relativo a la forma de fijar el valor sobre el cual se empieza a 
pagar el Impuesto al Patrimonio y en el literal A) se habla del valor real fijado por la Dirección Nacional 
de Catastro para los bienes inmuebles rurales propiedad del contribuyente. Las preocupaciones que 
tenían las entidades rurales eran que, en definitiva, el impuesto iba a quedar librado a un acto 
administrativo de la Dirección Nacional de Catastro y me gustaría saber cuál es su opinión respecto al 
tema. 


SEÑOR VARELA.- El hecho de remitirse a los valores de Catastro es bastante común; en algo hay 
que creer, porque lo peor sería estar a precios de mercado. Por otra parte, tengo entendido que el valor 
de Catastro en algunos casos es sensiblemente inferior, por lo tanto, no encuentro objeciones jurídicas 
ni económicas para rechazar ese valor; de hecho, muchos impuestos, como la Contribución 
Inmobiliaria, se basan en el valor catastral. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Existe la llamada discrecionalidad técnica, que implica que se deba 
establecer, a los efectos del valor, los parámetros entre los cuales, obviamente, hay una solución legal. 
Las otras son ilegítimas, pero ello ya forma parte de la impugnación que se pueda hacer en la vía 
administrativa a esos actos de la Dirección Nacional de Catastro. Es claro que sabemos que esa base 
de cálculo muchas veces ha sido aumentada, lo que en el pasado ha llevado a realizar aumentos 
importantes -por supuesto que no me estoy refiriendo en particular a ningún Gobierno- de la fijación de 
los valores reales. Sin perjuicio de ello, la distancia que existe entre el precio de mercado y ese valor, 
es muy importante. Más aún en el caso del valor de la tierra, que ha tenido un incremento muy 
importante en los últimos años y que no se ha visto reflejado en las estimaciones de la Dirección 
Nacional de Catastro. 


Por lo tanto, coincido con el doctor Varela en que si bien puede haber un motivo de 
preocupación, más nos preocupa el aspecto subjetivo al que se alude con la cuestión de la 
denominada unidad económico administrativa. Además, he observado que los señores Senadores 
estuvieron viendo sentencias ya existentes. 


En el Derecho Tributario tenemos que obviar los términos. Muchas veces hay problema en los 
términos y hay que ver la cuestión sustancial, porque a veces nos dejamos llevar por los términos y 
probablemente hay que buscar, diría, la solución más clara. Hay una solución que tiene el Banco de 
Previsión Social para los conjuntos económicos -que lleva muchos años en el Uruguay- que es mucho 
mejor que la unidad económico administrativa, que diríamos es una interpretación que hacen 
funcionarios de la DGI y algunos actos administrativos, cuando evidentemente no tienen otra 
autorización, especificamente porque la DGl no tiene autorización para declarar conjuntos 
económicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la suposición de que este texto no es el ideal, ni está bien, quisiera decir lo 
siguiente. 


Se han puesto ejemplos del Banco de Previsión Social y quien habla ha puesto ejemplos del 
Banco Central. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Son los únicos organismos autorizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debería ser la ley la que determinara el grupo económico o la unidad 
económico administrativa. Supongamos, reitero, que esto lo ha hecho mal el Poder Ejecutivo, pero no 
parece lógico que quien determine qué es una unidad económico administrativa o un grupo económico, 
sea el Banco Central o el Banco de Previsión Social, por más que lo que se haya definido sea 
perfecto. No parece lógico. Ahí hay una vulnerabilidad del principio de legalidad, porque ya ni siquiera 
lo determina el Poder Ejecutivo, sino un organismo. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Son descripciones que realiza la ley para el BPS. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no cobra. 


SEÑOR PÉREZ NOVARO.- Por supuesto, pero está en la ley. El tema es que de la unidad económico 
administrativa no tenemos más que el dictamen. 


(Dialogados.) 


SEÑOR VARELA.- Se trata de normas de diferente contenido. La del Banco de Previsión Social tiende 
a que el empleado no quede desprotegido frente a una división artificial y quede siendo empleado de la 
empresa que se funde. Es para protegerlo. En el caso del Banco Central se quiere ver realmente cuál 
es el soporte financiero de una sociedad y, entonces, a veces hay que separar y, otras, hay que juntar 
con determinados efectos. Son objetos completamente diferentes a sacar dinero del bolsillo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se pone un impuesto, no parecería lógico que a quien lo eluda con artificios 
jurídicos, se le tolere, y para eso está el inciso segundo del artículo 6%. Insisto, no parecería lógico. 
Dicho texto dice: “La forma jurídica captada por los particulares no obligan al intérprete”. No lo obligan. 
Este artículo dice que no importa lo jurídico. Es un tema grueso y pesado. 


SEÑOR VARELA.- En el caso del Imesi y del IVA muchas veces se hacen maniobras para eludir 
torcidamente el impuesto. Tendríamos que definir también qué es eludir el impuesto falsamente en el 
caso del IVA y del Imesi; hemos vivido cincuenta años con esos impuestos sin necesidad de establecer 
qué es lo que está mal. Es decir, el tema central es impuesto por la patología. El concepto mundial de 
conjunto económico es jurisprudencial. Por tanto, lo establece la jurisprudencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera poder explicarme. La redacción puede no ser buena y se prefiere el 
inciso segundo. Si se encuentra una mejor redacción, será bienvenida. 


SEÑOR VARELA.- No existe la mejor. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia y la información brindada. 


(Se retiran de Sala el Vicepresidente del Colegio de Abogados y los representantes de la 
Comisión Tributaria del Colegio de Abogados.) 


-Tenemos el agrado de recibir al Vicepresidente de la Federación Rural, ingeniero agrónomo 
Carlos María Uriarte, a la secretaria, señora Ángela Cháves y al Tesorero, doctor Hugo Píriz. 


Les cedemos el uso de la palabra para que nos expongan su pensamiento sobre el proyecto 
de ley sobre el Impuesto al Patrimonio. 


SEÑOR URIARTE.- En primer lugar, queremos agradecer la invitación que nos han formulado para 
participar sobre este proyecto de ley, que valoramos mucho. Vamos a tratar de ser lo más breve 
posible para no abusar de su tiempo; ya sé que han estado desde la mañana trabajando sobre este 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los invitamos para escucharlos. 


SEÑOR URIARTE.- Vamos a hacer algunas apreciaciones generales con respecto al tema impositivo, 
pero más allá de eso hemos estado estudiando la propuesta y les haremos llegar algunas sugerencias 
sobre diversos puntos. Nuestro trabajo es siempre el mismo, es decir que nos tratamos de asesorar de 
la mejor manera, con la gente que nos ayuda en forma interna y externamente, buscando un consenso 
dentro de la Federación Rural para aunar conceptos. La Federación Rural representa a 52 federadas, 
por lo que a veces no es fácil conseguir ese consenso. 


Hay algo que la Federación Rural ha mantenido en estos tiempos y es que rechaza todo 
nuevo impuesto. 


(Dialogados.) 


Ese es el sentir de los productores que representamos. Estamos en un momento en el que el 
Gobierno está recibiendo la mayor cantidad de fondos de su historia y pensamos que podríamos 
trabajar mucho más en la eficiencia para su utilización en lugar de estar preocupados en aumentarlos, 
lo que lleva, también, al incremento del gasto público, el que ya tiene graves problemas porque suben 
los costos fijos. Todos esos compromisos que va generando el Estado, cuando vienen las malas, son 
muy difíciles de reducir. Como sucede en toda casa, en toda empresa, se crean compromisos que a 
veces se interpreta que no son costos fijos pero, sin embargo, terminan siéndolo. Insisto, esos 
compromisos generan obligaciones que son más fijas que los propios costos fijos, aunque parezca un 
juego de palabra. 


Por otro lado, entendemos que aumentar los costos de producción en forma interna en 
momentos en que tenemos los índices de competitividad más bajos de los últimos años -debemos 
remontamos a la época de la “tablita” para encontrar un guarismo similar- es muy riesgoso. Ya es 
bastante compleja la escena internacional, aunque gracias a Dios nos hemos venido beneficiando en 
los últimos años. Reitero que aumentar la complejidad interna nos parece bastante contraproducente. 


En términos generales, es lo que queríamos decir. 


En cuanto al análisis del proyecto de ley en sí, no podemos obviar lo que es la justificación 
que se desprende de la exposición de motivos, donde se habla de que se procuran subsanar los 


problemas de infraestructura que tiene el país para sacar su producción. Realmente, cuando 
escuchamos este tipo de cosas nos resulta difícil entender. Cuando uno desea solucionar temas de 
infraestructura lo primero que debe pensar es qué se necesita hacer. Estamos hablando de sacar 
madera que hace ocho años que está plantada, o de sacar granos que, por lo menos, uno o dos años 
antes ya se sabe que representarán un volumen importante. Al menos nosotros no tenemos 
conocimiento de que haya un plan de infraestructura que tenga en cuenta, por ejemplo, cuáles van a 
ser los corredores principales a través de los cuales se sacará la producción; ¿se van a usar los 
puertos?; ¿se va a reinstalar el tren?; ¿cómo se va a financiar eso?; ¿quién lo va a financiar?; ¿cómo 
lo vamos a pagar? Me parece que en este momento se está empezando por lo último: juntamos la 
plata para después ver qué vamos a hacer. En ese sentido, creemos que pretender solucionar un 
problema de infraestructura con la generación de un impuesto, está muy lejos de la realidad. 


En lo que tiene que ver con el tema de infraestructura, además, estuvimos reunidos con el 
Congreso de Intendentes y elaboramos una propuesta en conjunto que lamentablemente el Presidente 
no pudo escuchar cuando se presentó el proyecto de ley que iba a solucionar los agujeros que dejó el 
ICIR. Nuestra iniciativa es muy clara y plantea una cogestión de lo que se vaya a hacer con una 
integración de todos y con un plan de desarrollo en infraestructura. Deben estar el Estado, los 
gobiernos regionales y todos los intervinientes de la cadena, como forma de fortalecer la infraestructura 
a fin de sacar la producción nacional sin problemas. Por eso nosotros proponemos esa forma de 
trabajo; como no queremos solamente criticar, queríamos expresar aquí que pensamos que el trabajo 
debería ir por esa línea. En ese sentido, estamos absolutamente a las órdenes en lo que podamos 
colaborar. 


En cuanto a la sustitución del ICIR, debemos decir que nosotros escuchamos hablar de 
volver a instituir el patrimonio, antes de que el ICIR fuera declarado inconstitucional. O sea que a 
nosotros esto no nos sorprende. Hemos escuchado hablar de otros impuestos que todavía no se han 
considerado y eso también nos preocupa. Entonces, cuando escuchamos decir que esto sustituye al 
ICIR, no creemos que sea parte de la justificación o la verdad. El ICIR se declaró inconstitucional, pero 
antes ya se estaba hablando, desde fuentes del Gobierno, de restituir al patrimonio y crear otros 
impuestos. 


Por otro lado, cuando se habla de ICIR o de este impuesto, se hace referencia a US$ 
60:000.000 ó US$ 100:000.000. Sin embargo, al realizar consultas en cuanto a solucionar el tema de 
infraestructura, se manejan números bastante superiores a esas cifras. En realidad, con US$ 
60:000.000 -que no se puede despreciar lo que significan- es muy poco lo que se puede llegar a 
hacer para solucionar semejante problema. 


Por otro lado, se menciona una razón igualitaria, es decir, poner en igualdad de condiciones 
al resto de la sociedad que sí está pagando patrimonio. Ahora bien, éste no es el único impuesto que 
se paga en un sector, y en otro no. Es más, nuestro propio sector tradicionalmente ha tenido un 1% y 
otros impuestos que se siguen pagando y que no lo pagan otros sectores. Quizás, deberíamos 
entonces reclamar lo mismo. 


Por tanto, teniendo en cuenta que se hizo una reforma tributaria importante y se mantuvo la 
suspensión de este impuesto, cabe preguntarse qué ha cambiado desde 2007 a esta parte, desde el 
punto de vista técnico y económico, como para justificar esto. A nuestro juicio, las razones para que 
hoy se haga algo que antes no se hizo obedecen a otro tipo de circunstancias que no tienen que ver 
con los argumentos esgrimidos. Es decir, para nosotros todos esos aspectos que se mencionan en la 
exposición de motivos esconden una presión interna que deben tener quienes lo deciden y promueven. 


En lo que tiene que ver con el impuesto en sí, el diseño del proyecto claramente está 
afectado por la situación a la que se llega con el ICIR, pues se tiene determinada la recaudación 
requerida y se tienen restricciones que condicionan definitivamente su diseño, como las de gravar a 
los propietarios de inmuebles rurales en relación a su tamaño. Se pretenden tasas progresivas que, 
además, afecten algunas exoneraciones existentes para que no queden fuera de estos cambios 
algunos grandes productores. En concreto, lo propuesto representa un impuesto dentro de otro 
impuesto. A un impuesto con una tasa fija para todos los contribuyentes del IRAE -Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas- se le agregan sobretasas progresivas y un mínimo no 


imponible. Para el patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias, a un impuesto con determinada 
forma de valuación, en armonía con el IRAE, le quedarían formas de valuación para los mismos o 
similares activos según las formas jurídicas o los sectores de actividad. A un impuesto con 
exoneraciones vigentes y activos no computables, le quedará una sobretasa en la que estas mínimas 
exoneraciones no serán de aplicación. Desde el punto de vista de la técnica tributaria y considerando el 
sistema tributario en su conjunto, lo propuesto no es armónico ni coherente. Aclaro que estoy leyendo 
para no equivocarme en la terminología, según lo que nos han asesorado. 


A continuación, quiero hacer algunas consideraciones comparando el ICIR y la propuesta del 
patrimonio. Indudablemente, va a abarcar a más productores. El escenario que va a incluir este nuevo 
impuesto va más allá de los productores de 2.000 hectáreas, como se dijo originalmente. Basta llegar a 
esta conclusión haciendo unas ecuaciones muy sencillas. El valor actual de la tierra según Catastro 
está entre US$ 400 y US$ 1.000 la hectárea; aplicando el 1% daría que un productor de 2.000 
hectáreas estaría pagando alrededor de U$S 27.000 al año, que es el doble de lo que pagaría si 
tuviera que pagar el ICIR. Si trasladáramos los mismos conceptos al área mínima imponible, 
estaríamos en el entorno de las 1.500 hectáreas, es decir que en este caso estaríamos por debajo de 
las 2.000 hectáreas. 


SEÑOR PÍRIZ.- Estamos hablando de que los reajustes catastrales del valor real que se toman en 
cuenta para hacer el cálculo del valor de la tierra, son precios del año 1968, ajustados al IPC, según lo 
que establecieron leyes posteriores para lograr una adecuación al tiempo; aun así, están muy por 
debajo del precio del mercado. Si estos precios hoy se reajustaran al precio del mercado este impuesto 
no abarcaría solo a grandes sino también a pequeños superficiarios, sobre todo en departamentos 
como Maldonado en donde la tierra tiene un altísimo valor y los productores, en su mayoría, tienen 
explotaciones menores a 200 hectáreas. 


(Intervención del señor Senador Couriel que no se oye.) 


Es potestad del Poder Ejecutivo modificar el valor real catastral. En la ley de Catastro ya se 
establece que eso es potestad del Poder Ejecutivo, independientemente de lo que disponga este texto 
sobre el Impuesto al Patrimonio. 


SEÑOR URIARTE. - Quiero volver al tema que planteaba el doctor Píriz. Queremos aclarar que con 
este nuevo impuesto se va a recaudar mucho más que US$ 60:000.000; por lo menos, se van a 
recaudar US$ 100:000.000. 


Se trata de un impuesto que en el mundo está en desuso; la misma gente que hizo la 
reforma tributaria, cuando habló del Impuesto al Patrimonio, lo llamó retrógrado y ciego. Al ser fijo, 
aumenta el riesgo de las empresas ante eventualidades negativas del mercado y ambientales. 
Después vamos a mencionar a qué nos referimos cuando decimos que es ciego. 


Por otro lado, este impuesto tiene una serie de arbitrariedades que quiero destacar y en las 
que quiero hacer énfasis. El valor de los aforos -tema que mencionó el doctor Píriz- es lo que 
determinaría el monto a pagar. Según lo que dije hace un rato, el valor de los aforos de hoy en día dista 
bastante de lo que es el valor real. En el 2005 hubo un ajuste muy importante, con la justificación de 
que los aforos estaban muy lejos de la realidad. Este ajuste se percibió de forma clara, sobre todo, en 
el pago de la Contribución Inmobiliaria. Por más que quieran asegurarse que eso no va a ocurrir, es 
muy difícil que puedan mantener esa diferencia -sobre todo, considerando las presiones que 
mencionamos al principio de nuestra exposición- sin que haya un ajuste de los aforos. Si llega a darse 
un ajuste, el escenario de productores que pagaría el Impuesto al Patrimonio ya no sería el que 
consideramos al comienzo sino el que mencionó el doctor Píriz, es decir, el de productores con menos 
de 100 hectáreas, si es que vale mucho la hectárea donde esté ubicado el establecimiento. Entonces, 
el discurso inicial en el sentido de que solo se estaría atacando a los productores de más de 2.000 
hectáreas puede llegar a transformarse en algo muy distinto a la hora de implementarse el impuesto y 
con el paso del tiempo. 


Similares arbitrariedades en el proyecto de ley las podemos advertir en la fijación de la 
estimación del valor de los muebles, que oscila entre el 40% y el 80%. Comenzamos con un 40% para 
el cálculo del monto imponible, pero cuando se suspendió la aplicación de este impuesto, estaba en el 
80%. O sea que también es muy probable que eso pueda ocurrir y algo que hoy pueda no ser tan 
oneroso, pase a ser muy pesado con los atributos que mencionábamos: ciego e insensible a las 
condiciones que hoy puedan estar pasando los productores al pagar ese impuesto. 


Lo mismo para la fijación de las tasas y sobretasas: existe una variación que hace que 
determinados productores -obviamente no van a ser los más chicos- puedan llegar a pagar el 3% de su 
capital por concepto de este impuesto. 


Más adelante voy a hacer algunas salvedades sobre lo que significa este 3% de impuesto 
comparado con la rentabilidad de las explotaciones agropecuarias. 


Por todo lo que acabamos de decir, este impuesto es más duro cuanto más extensiva sea la 
explotación. Es riguroso con explotaciones del estilo de los ovinos o las producciones de cría; de 
alguna manera puede llegar a significar un desestímulo para tan importantes producciones que tiene el 
país. 


A continuación voy a referirme a la discrecionalidad para el cálculo del activo de campos 
arrendados así sean ganaderos, forestales o agrícolas. Queremos decir que cuando uno calcula el 
monto imponible o a pagar, se tiene en cuenta el 40% del valor de catastro, pero no si ese campo va a 
ser para utilización ganadera, agrícola o forestal y tampoco si la forestación es por un año u ocho años; 
el valor que puede estar implícito en ese caso es muy diferente. Inclusive si habláramos de agricultura 
puede obviarse un cultivo entero, porque desde que se inicia el ejercicio hasta cuando termina, el 
cultivo que se desarrolla es el que más se hace en el Uruguay y puede llegar a no figurar en el 
patrimonio para las empresas agrícolas y forestales -como recién decíamos- que son las que pueden 
destruir más la infraestructura, que era el justificativo para la creación de este impuesto. Esta es otra de 
las cosas que no entendemos por qué van a terminar pagando los que menos rompen los caminos. No 
se busca, entonces, solucionar temas de infraestructura. No sé si soy claro, pero nos parece 
importante hacer esta consideración. Y lo digo de manera más práctica en términos ganaderos: no es 
lo mismo hablar del 40% cuando se tiene una explotación ovina que cuando se tiene en la misma área 
arrendada, un feedlot. Es extremadamente diferente la capacidad de pago de uno y de otro y a lo que 
puede llegar a estar expuesto. 


Advertimos aspectos de inconstitucionalidad. Entendemos que más allá de lo que ha 
sucedido, es nuestra obligación -de la misma manera que lo hicimos en su oportunidad, cuando se nos 
llamó acá mismo a la Cámara de Senadores- decir que el proyecto de ley prevé qué activos deban ser 
computados por dos sujetos diferentes a efectos de determinar la inclusión en el impuesto y la 
categoría aplicable de sobretasa. 


Esos bienes resultarían considerados como activos del propietario del inmueble pese a no 
poseer derecho alguno sobre ellos y del explotador, de lo que se sigue una clara inconstitucionalidad, 
con contravención del principio de igualdad de razonabilidad y por establecer una restricción que no se 
basa en razones de interés general. 


El proyecto de ley establece un criterio variable en manos del Poder Ejecutivo para la 
determinación del monto imponible. Esta disparidad de criterio para la evaluación de los mismos 
activos a efectos de la inclusión, por un lado, y de la determinación del monto imponible, por el otro, 
resulta violatoria de los principios de igualdad y de razonabilidad evidenciando un nuevo caso de 
inconstitucionalidad del proyecto de ley que debería corregirse. 


Además, esta normativa desconoce compromisos asumidos por el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Está hablando del artículo 6%? 


SEÑOR URIARTE.- No tengo información; traslado lo que nos dijo nuestro asesor y por eso lo leo. 
Trato de ser cuidadoso con lo que leo porque no soy constitucionalista, sino agrónomo. 


El proyecto de ley, más allá de eso, desconoce compromisos asumidos por el Estado. Los 
forestales pasarán a estar gravados por una sobretasa, pese a que mantienen la exoneración sobre la 
tasa básica. Acá hay otra de las salvedades, diferencias entre los ganaderos y el tratamiento que 
tienen otros sectores de la agropecuaria. 


La Ley Forestal establecía que no se aplicarían impuestos que afectasen las explotaciones 
en el sector por un plazo de doce años a contar desde la implantación de los bosques. Muchos de ellos 
están en plena ejecución o crecimiento. Podrá discutirse que la mutilación por ley de los derechos 
adquiridos no es inconstitucional, pero no caben dudas de que, en cualquier caso, el Estado 
inevitablemente incurrirá en responsabilidad patrimonial por acto legislativo si por la aprobación del 
proyecto de ley se materializa el desconocimiento de los derechos adquiridos durante un plazo 
perfectamente determinado. 


Redondeando nuestros comentarios, señalo que para nosotros tiene un carácter 
confiscatorio y vuelvo a la tasa máxima del 3%. Tradicionalmente, durante décadas, la rentabilidad de 
las explotaciones agropecuarias ha estado justamente entre el 2% y el 3%. Podemos decir que esa 
cifra que hoy está vigente tiene un valor real bastante superior al valor catastral y si la utilizáramos 
como capital del valor catastral, la rentabilidad sería superior. Pero eso no quiere decir que no se 
pueda corregir el valor de Catastro y tengamos el 2% o 3% que históricamente ha tenido la rentabilidad 
del sector agropecuario, o que las condiciones del mercado cambien y realmente volvamos a tener esa 
rentabilidad. 


A este respecto, quiero hacer una pequeña mención como agrónomo. Cuando uno habla 
sobre los resultados de las empresas agropecuarias, debe separar lo que es la tierra de lo que se hace 
arriba, porque el comportamiento de uno y otro negocio son completamente distintos. La mayoría de 
los productores no tienen la costumbre de vender las tierras y, cuando lo hacen, es por razones muy 
fuertes. No vivimos de la venta de las tierras, sino que cuando llegan determinados momentos de 
nuestra vida prácticamente nos vemos obligados a hacerlo. Por eso a veces somos esclavos de ese 
capital porque estamos llamados a vivir arriba de una montaña de dinero, que obviamente da 
seguridad en determinados momentos, pero para hacer uso de esa seguridad tenemos que 
desprendernos de ese bien o de parte de él. Normalmente, cuando uno habla del negocio y de qué vive 
el productor agropecuario, se refiere a lo que hace arriba de la tierra. Obviamente, nadie puede 
desconocer que los resultados que hemos tenido en algunos rubros de la agropecuaria han sido 
mejores que los del pasado, pero los que explotan otros rubros están pasando muy mal y, como señalé 
al comienzo, las cosas se vienen complicando porque la competitividad es cada vez mayor y los 
números, más justos. Indudablemente, nadie puede desconocer que en los últimos cinco o seis años 
han pasado cosas que no ocurrieron en la historia de los últimos treinta o cuarenta años. 


Creemos que la reforma tributaria que se hizo fue muy justa y que deberíamos seguir en ese 
sentido. Si ganamos más, que ganemos más todos. ¡Vamo' arriba! Pido disculpas por la terminología, 
pero reitero que estamos de acuerdo con eso y no con lo otro. 


Por último, quiero referirme a un concepto que realmente nos preocupa y es el de núcleo 
económico que se incluyó en el ICIR. Entendemos las razones para incorporarlo y que se quiera 
identificar organizaciones que a través de la escala económica busquen ventajas; obviamente las 
tienen, porque las han logrado y explotado al máximo. Deberíamos controlarlas, pero en ese paquete, 
en ese bolsón del núcleo económico, entran familias enteras en el Uruguay, que a muchos de nosotros 
nos enorgullecen porque han logrado hacer lo que muchos no hemos podido, es decir, mantener 
padres con hijos, nietos, primos y sobrinos, trabajando en conjunto para lograr una escala económica 
que es lo que el mercado hoy les pide para ser competitivos y reducir costos fijos. Vemos que la 
entidad familia, que para nosotros es muy importante, no está considerada, sino amenazada a través 
del concepto de núcleo económico que, a nuestro juicio, debería tener un tratamiento especial y 
diferente. No quiero mencionar nombres -los señores Senadores ya los conocen- pero, a veces, se 
puede pensar que pertenecen a una sola persona, cuando se trata de una familia de cien, cincuenta o 
setenta integrantes; si se dividen y separan todo, les será muy oneroso, dada las actuales 


circunstancias impositivas. Muchos de ellos no pagan ningún impuesto; me atrevería a decir la gran 
mayoría. Por eso queríamos hacer esta salvedad y creemos que debería ser tomada en cuenta a la 
hora de definir el núcleo económico. 


Creo haber cubierto el tema que nos convoca. Pido disculpas por la extensión de mi 
exposición, pero traté de trasmitirles nuestras preocupaciones. Nos impulsa un afán constructivo y por 
eso reitero que creemos que existen ya muchos impuestos y deberíamos trabajar para producir más, 
porque a través del Impuesto a la Renta ya está establecido que todos vamos a ganar más. 


SEÑOR PÍRIZ.- Quería hacer referencia a algunos números que fueron extraídos de Uruguay XXI, que 
es bastante específico con respecto al sector exportador. Tomando en cuenta el año 2008, la balanza 
comercial cerraba y Uruguay tenía exportaciones por U$S 5.500:000.000 y en el presente ascienden -si 
miramos por rubro, indirecta o directamente pertenecen al sector agropecuario- a más de U$S 
9.200:000.000. Significa que hay un crecimiento tremendo de la producción, por la que estamos 
tributando. Digo esto porque todo ese dinero tributa y entra en las arcas del Estado y no nos termina de 
cerrar por qué seguimos aumentando los impuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia y queremos trasmitirles que si desean 
realizar algún aporte, lo pueden hacer por intermedio de la Secretaría. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 17 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


